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DEFINICIONES - CONCEPTOS

CAPÍTULO I



DEFINICIONES

• Consentimiento informado

• Padecimiento grave, crónico e imposibilitante

• Enfermedad grave e incurable

• Médic@ responsable (MR)

• Médic@ consultor (MC)

• Objeción de conciencia sanitaria

• Prestación de ayuda para morir (PA)

• Situación de incapacidad de hecho



CONSENTIMIENTO INFORMADO

• Conformidad libre, voluntaria y consciente

• Manifestada en pleno uso de sus facultades

• Tras recibir la información adecuada

• Firmado



PADECIMIENTO GRAVE, CRONICO E IMPOSIBILITANTE

• Limitaciones que impiden valerse por uno mismo a nivel 
físico

• Que limitan la capacidad de expresión y relación

• Que asocia sufrimiento físico o psíquico constante e 
insoportable para quien lo padece

• Sin posibilidad de curación o mejoría

• A veces implica dependencia absoluta de apoyo tecnológico



EJEMPLOS DE PADECIMIENTO GRAVE, 
CRÓNICO E IMPOSIBILITANTE

• Estado vegetativo permanente

• Enfermedad degenerativa del sistema nervioso/muscular en 
fase avanzada con importante limitación de movilidad: 
Esclerosis múltiple, ELA (Esclerosis lateral amiotrófica)

• Demencia irreversible de cualquier causa

• Tetraplejia



ENFERMEDAD GRAVE E INCURABLE

• Enfermedad que produce sufrimientos físicos o psíquicos 
constantes e insoportables

• Sin posibilidad de alivio tolerable

• Con fragilidad progresiva

• Con tiempo  de vida limitado



EJEMPLOS ENFERMEDAD GRAVE INCURABLE

• Tumor maligno diseminado en fase avanzada

• Enfermedad avanzada crónica por insuficiencia cardíaca, 
pulmonar, renal o hepática

• Daño cerebral o de otro órgano, severo e irreversible, que 
conduzca en breve plazo a la muerte



MÉDIC@ RESPONSABLE (MR))

• El personal médico que coordina toda la información y la 
asistencia sanitaria de la persona que solicita la eutanasia

• Interlocutor principal en lo referente a atención e 
información



MÉDIC@ CONSULTOR (MC)

• El personal médico con formación en las enfermedades que 
tiene la persona solicitante

• No puede pertenecer al mismo equipo del médic@ 
responsable



OBJECIÓN DE CONCIENCIA SANITARIA

• El derecho individual del profesional sanitario a no atender 
demandas incompatibles con sus convicciones

• Existirá un registro y su contenido será estrictamente 
confidencial



PRESTACIÓN DE AYUDA PARA MORIR

• Proporcionar los medios que necesita la persona que 
solicita la eutanasia

• Administración directa de la sustancia letal (Eutanasia)

• Prescripción o suministro de la sustancia letal para que la 
persona se la autoadministre (Suicidio médicamente 
asistido aunque no se utiliza este término en la ley)



SITUACIÓN DE INCAPACIDAD DE HECHO

• Persona sin entendimiento y voluntad suficientes para 
regirse de manera autónoma, plena y efectiva por sí misma

• Es independiente de que existan o se hayan adoptado 
medidas de apoyo para ejercer su capacidad jurídica

• El MR valorará esta situación según los protocolos que 
determine el Consejo Interterritorial del Servicio Nacional 
Salud



TURNO DE PREGUNTAS



DERECHO DE LAS PERSONAS A SOLICITAR LA 
PRESTACIÓN DE AYUDA PARA MORIR Y 

REQUISITOS PARA SU EJERCICIO

CAPÍTULO II



Artículo 4

Derecho a solicitar la prestación de ayuda para morir 

• Derecho condicionado al cumplimiento de unos requisitos

• Una decisión autónoma basada en el conocimiento de la 
situación clínica tras una información “adecuada”

• Atención a la discapacidad y garantía de acceso igualitario 
mediante los recursos necesarios



Artículo 5.1

Requisitos para recibir la prestación de ayuda para morir

(El derecho a solicitar no implica derecho a recibir)

• Se requiere el cumplimiento de todos los requisitos:

a) Nacionalidad española, residencia o empadronamiento>1 año

b) mayoría de edad*, capacidad y consciencia

c) Información escrita sobre su proceso médico y alternativas

d) Doble solicitud fehaciente sin presiones y con intervalo mínimo de 15 días 
acortables en ciertos casos

e) Enfermedad grave e incurable o padecimiento imposibilitante como los entiende 
la propia ley

f) Prestar “consentimiento informado” previo



Artículo 5.2

Requisitos para recibir la prestación de ayuda para morir

(Una redacción mejorable)

• Si, a juicio del médico*, no se reúnen los requisitos de competencia pero se está

en la situación del apartado 5.1.d) y

• se ha suscrito un TV solicitándola

• El representante (si lo hay) es el interlocutor válido para el médico durante
el procedimiento

* Pendiente de determinar el protocolo de valoración por el Consejo Interterritorial

del Sistema Nacional de Salud



Artículo 6

Requisitos de la solicitud de prestación de ayuda para morir

1. Las solicitudes, por escrito (u otro medio fehaciente) y firmadas. La firma 
puede delegarse justificándolo

2. Firmar en presencia de un profesional sanitario

3. La solicitud es revocable y no se exige por escrito…

4. Peculiaridades para una petición anticipada en TV

• Petición por un mayor de edad que presenta el TV

• Puede ser “el médico que lo trata” que tendrá acceso al Registro de IIPP



Artículo 7

Denegación de la prestación de ayuda para morir

• La denegación del médico responsable (MR) debe ser escrita, motivada y en 
10 días máximo

• El MR debe informar al peticionario de su derecho a recurrir la decisión

• El peticionario tiene 15 días para reclamar a la Comisión de Garantía y 
Evaluación (CGE)

• Con reclamación o sin ella, el MR que deniegue debe, en el plazo de 5 días, 
remitir los dos documentos (artº 12) y motivar el rechazo



TURNO DE PREGUNTAS



PROCEDIMIENTO PARA LA REALIZACIÓN 
DE LA PRESTACIÓN DE AYUDA PARA MORIR

CAPÍTULO III



PASO 1 1ª SOLICITUD A MR DE AYUDA PARA MORIR

• Comprueba nacionalidad, enfermedad y los requisitos (2 días) 

• Proceso deliberativo sobre diagnóstico, tratamientos, resultados

esperables, cuidados paliativos e información por escrito (5 días)



2ª SOLICITUD A MR A LOS 15 DÍASPASO 2

• Retoma proceso deliberativo (2 días)

• Dudas, ampliación de información (5 días)

• Confirma la decisión de la persona a continuar: (24 horas)

1. Recaba firma de Consentimiento informado

2. Comunica al equipo asistencial, y familia y personas allegadas si lo 
solicita la persona

3. Consulta a MC.  

Si la persona desiste, MR lo comunica al equipo asistencial



MÉDIC@ CONSULTOR (MC)PASO 3

• Corrobora los requisitos (historia y entrevista)

• Informe (10 días desde 2ª solicitud)

MR TRAS INFORME MCPASO 4

• Comunica a persona solicitante el informe del MC (24 horas):

1. Informe desfavorable: Posibilidad de recurso a la CGE

2. Informe favorable: Comunicación a la CGE (3 días hábiles)



VERIFICACIÓN PREVIA DE LA CGE (I)PASO 5

• El presidente designa dos miembros, médico y jurista, para verificar 

requisitos y condiciones  (2 días)

• Estas dos personas podrán entrevistarse con el personal sanitario y 

con la persona solicitante

• Informe (7 días). Si favorable  sirve de resolución definitiva que se 

comunica al presidente para que la traslade al MR y se proceda a la 

prestación (2 días)



VERIFICACIÓN PREVIA DE LA CGE (II)

• Resolución desfavorable de los dos miembros: Recurso a la CG 

(20 días) sin poder participar en la resolución los dos miembros previos

• Disparidad de criterio entre las dos personas: Se eleva la verificación 

al pleno de la CGE (20 días) 

• Resolución desfavorable de la CGE: Recurso contencioso-

administrativo



REALIZACIÓN DE LA P.A. PARA MORIRPASO 6

• La persona debe elegir la modalidad que desea:

1. Si elige la administración directa el personal 

sanitario asiste al paciente hasta la muerte

2. Si elige autoadministración el personal sanitario 

observará y apoyará a la persona hasta el 

fallecimiento









COMUNICACIÓN A LA CGE TRAS LA 

REALIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN (I)

PASO 7

• El MR

• En plazo máximo de 5 días hábiles tras la eutanasia

• Debe remitir dos documentos separados e identificados 

con numero de registro



COMUNICACIÓN A LA CGE TRAS LA 

REALIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN (II)

DOCUMENTO PRIMERO

1. Nombre completo y domicilio de la persona solicitante o persona 
autoriza que asistiera

2. Nombre completo, dirección y nº de identificación profesional del MR 

3. Nombre completo, dirección y nº de identificación profesional del MC

4. Nombre completo de la persona representante, si existía testamento 
vital, o de la persona solicitante con paciente incapaz



COMUNICACIÓN A LA CGE TRAS LA 

REALIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN (III)

DOCUMENTO SEGUNDO

1. Sexo y edad de la solicitante
2. Fecha y lugar de la muerte
3. Tiempo transcurrido desde la 1ª y última solicitud hasta la muerte
4. Descripción de la patología padecida
5. Naturaleza del sufrimiento y razones de no perspectivas de mejoría
6. Informe sobre voluntariedad, reflexión y reiteración de la petición y de 

ausencia de presión externa
7. Copia del testamento vital o documento equivalente, si existía
8. Procedimiento seguido en la prestación
9. Capacitación de MC y fechas de consulta



TURNO DE PREGUNTAS



GARANTÍA EN EL ACCESO
A LA PRESTACIÓN DE AYUDA PARA MORIR

CAPÍTULO IV



Artículo 13

Garantía en el acceso a la prestación de ayuda para morir (APM)

1. Incluida en la cartera común de servicios del SNS y de 
financiación pública

2. Son los servicios públicos de salud autonómicos quienes
deben aplicar todas las medidas que garanticen la prestación



Artículo 14

Prestación de la APM por los servicios de salud

La prestación de la ayuda médica para morir se realizará sin 
menoscabo por la OC ni por el lugar en:

• Centros sanitarios públicos

• Centros sanitarios privados

• Centros sanitarios concertados

• Domicilio 

Se recusan profesionales con conflicto de intereses o beneficiados 
por “la práctica de la eutanasia”



Artículo 15

Protección de la intimidad y confidencialidad

• Los centros sanitarios son responsables de garantizar la 
confidencialidad

• Los centros sanitarios deben tener sistemas de custodia de HC 

• Los datos requieren medidas de seguridad de nivel alto (Normativa 
UE)



Artículo 16

Objeción de conciencia de los profesionales sanitarios

• Se refiere a la OC como “un derecho”

• Corresponde solo a profesionales sanitarios “directamente 
implicados”

• La OC es individual y debe manifestarse anticipadamente y por 
escrito

• Las administraciones sanitarias crearán un registro de objetores a 
la PAPM con el objeto de planificar la prestación en sus ámbitos de 
actuación



TURNO DE PREGUNTAS



COMISIONES DE GARANTÍA Y EVALUACIÓN
C.G.E.

CAPÍTULO V



CREACIÓN Y COMPOSICIÓN

• Cada Comunidad Autónoma tendrá una CGE, 
multidisciplinar y con un mínimo de 7 miembros, 
incluyendo personal médico, de enfermería y juristas.

• Tendrá naturaleza de órgano administrativo

• Dispondrá de reglamento de orden interno

• El Ministerio de Sanidad y los presidentes de las CGE de las 
CCAA se reunirán anualmente



FUNCIONES (I)

• Resolver (máx 20 días o se entiende denegada):

1.Reclamaciones por denegación del MR, así como  dirimir 
conflicto de intereses en personal sanitario o beneficio por 
la eutanasia. Si resolución favorable se requiere a la 
dirección del centro para que se facilite la prestación por 
otro médico del centro o un equipo externo (7días)

2.Reclamaciones por denegación de MC



FUNCIONES (II)

3.Reclamaciones por informe desfavorable de los dos 
miembros de la CGE

4.Solicitudes pendientes por disparidad de criterio de los dos 
miembros 



FUNCIONES (III)

• Verificar (2 meses) si la PA ha cumplido la ley con los datos 
del documento segundo. Ante dudas puede recurrir al 
documento primero y  a la información de la Historia clínica

• Detectar posibles problemas en el cumplimiento de las 
obligaciones de la ley y proponer mejoras concretas

• Resolver dudas en la aplicación de la ley y servir de órgano 
consultivo en la CCAA



FUNCIONES (IV)

• Elaborar y hacer público un informe anual de evaluación 
sobre la aplicación de la ley

• Otras funciones que les puedan atribuir las CCAA



CGE DEBER DE SECRETO

• Los miembros de las CGE estarán obligados a guardar 
secreto sobre el contenido de las deliberaciones

• Proteger la confidencialidad de los datos personales de 
personal sanitario, pacientes, familiares y allegados.



TURNO DE PREGUNTAS



Siete Disposiciones adicionales
Una transitoria

Una derogatoria
Cuatro finales

DISPOSICIONES



Disposiciones adicionales (I)

1ª. La muerte tiene la consideración legal de “muerte natural”

2ª. Régimen sancionador el previsto en la LGS capítulo VI título I

3ª. El Ministerio de Sanidad elaborará un informe anual con el 
conjunto de datos aportados por las CGE (artº 18.e)

4ª. A las personas sordas y las sordociegas se les garantizan los 
medios de apoyo a la comunicación oral (Ley 27/2007)



Disposiciones adicionales (II)

5ª. Los recursos a la jurisdicción Contencioso-administrativa se 
tramitarán por procedimiento urgente*

6ª. El Consejo Interterritorial del SNS elaborará el manual de buenas
prácticas y los protocolos de incapacitación de hecho (3 meses
desde entrada en vigorde la Ley)

7ª. Las administraciones sanitarias competentes (CCAA) difundirán
entre el público general la LORE y el TV. También la formación a los 
sanitarios en dos fases

*Procedimiento para protección de los derechos fundamentales de la persona Ley 29/1998



Otras disposiciones

Transitoria única: Las CGE se rigen por el Régimen Jurídico del Sector 
Público (Sección 3ª, Cap. II, título preliminar Ley 40/2015) hasta 
tener su propio reglamento

Derogatoria única: Se derogan todas las normas de igual o menor 
rango que se opongan a la LORE



Disposición final primera

Modificación de la Ley Orgánica 10/1995 del Código Penal

Se modifica el apartado 4 del artº 143 que queda:

«4. El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a 
la muerte de una persona que sufriera un padecimiento grave, crónico e 
imposibilitante o una enfermedad grave e incurable, con sufrimientos físicos 
o psíquicos constantes e insoportables, por la petición expresa, seria e 
inequívoca de esta, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a 
las señaladas en los apartados 2 y 3. 

Se añade un apartado:

5. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirá en 
responsabilidad penal quien causare o cooperare activamente a la muerte de 
otra persona cumpliendo lo establecido en la ley orgánica reguladora de la 
eutanasia.»



Otras disposiciones finales

2ª. Referencia al régimen competencial exclusivo del Estado para lo 
dispuesto en esta ley. (Se renuncia, sin embargo a agotar el límite 
de sus competencias)

3ª. Establece el rango normativo de la LORE:

• artículos 12, 16.1, 17 y 18 y disposiciones adicionales y la transitoria 
tienen carácter ordinario 

• el resto de la LORE tiene carácter orgánico

4ª. Entrada en vigor a los 3 meses de publicarse en el BOE salvo el 
artículo 17



TURNO DE PREGUNTAS



GRACIAS POR TU ATENCIÓN

derechoamorir.org

@derechoamorir



 

ANEXOS 

 
Infografía Pasos para Solicitar la eutanasia 

Esquema de flujo: Procedimiento solicitud eutanasia 

Texto de la ley: BOE 

Textos legales citados en la LORE 

 



Médic@
consultor

Médic@ 
responsable

CGE

Resolución

CGE

Ayuda a
Morir

Consulta a 
otr@ médic@

Informe final

PASO 7 INFORME DE LAS DOS PERSONAS 
DE LA CGE

PASO 8 COMUNICACIÓN A LA PRESIDENCIA
DE LA CGE

PASO 9 LA PRESIDENCIA DE LA CGE INFORMA
AL MÉDIC@ RESPONSABLE

PASO 10 APROBACIÓN DE LA EUTANSIA, EN LA
FECHA QUE DECIDA LA PERSONA
SOLICITANTE

PASO 1 PRIMERA SOLICITUD A 
MÉDIC@ RESPONSABLE

PASO 5 MÉDIC@ RESPONSABLE AVISA A LA
PRESIDENCIA DE LA COMISIÓN DE
GARANTÍA Y EVALUACIÓN (CGE)

MÉDIC@ RESPONSABLE CONFIRMA 
LA VOLUNTAD DE MORIR Y AVISA A
MÉDIC@ CONSULTOR

PASO 3

ENTREVISTA CON MÉDIC@
CONSULTOR: INFORME

PASO 4

VERIFICACIÓN PREVIA DE
DOCUMENTACIÓN POR DOS PERSONAS
DE LA CGE. (PUEDEN ENTREVISTARSE
CON LA SOLICITANTE)

PASO 6

SEGUNDA SOLICITUD A 
MÉDIC@ RESPONSABLE

PASO 2

PASOS PARA SOLICITAR
UNA EUTANASIA 

 derechoamorir.org
ASOCIACIÓN
D E R E C H O
A  M O R I R
DIGNAMENTE

Sufrimiento físico o psíquico constante e intolerable por:
REQUISITOS:

SEGÚN LA LEY ORGÁNICA DE REGULACIÓN DE LA EUTANASIA (LORE)
Aprobada el 18 de Marzo de 2021

Enfermedad grave  e incurable (con fragilidad progresiva y
pronóstico de vida limitado por proceso avanzado o terminal)

Padecimiento grave crónico e imposibilitante (con limitaciones
de las actividades de la vida diaria persistentes, sin posibilidad
de curación o mejoría apreciable)
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
4628 Ley Orgánica 3/2021, de 24 de marzo, de regulación de la eutanasia.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley orgánica:

PREÁMBULO

I

La presente Ley pretende dar una respuesta jurídica, sistemática, equilibrada y 
garantista, a una demanda sostenida de la sociedad actual como es la eutanasia.

La eutanasia significa etimológicamente «buena muerte» y se puede definir como el 
acto deliberado de dar fin a la vida de una persona, producido por voluntad expresa de la 
propia persona y con el objeto de evitar un sufrimiento. En nuestras doctrinas bioética y 
penalista existe hoy un amplio acuerdo en limitar el empleo del término «eutanasia» a 
aquella que se produce de manera activa y directa, de manera que las actuaciones por 
omisión que se designaban como eutanasia pasiva (no adopción de tratamientos tendentes 
a prolongar la vida y la interrupción de los ya instaurados conforme a la lex artis), o las que 
pudieran considerarse como eutanasia activa indirecta (utilización de fármacos o medios 
terapéuticos que alivian el sufrimiento físico o psíquico aunque aceleren la muerte del 
paciente –cuidados paliativos–) se han excluido del concepto bioético y jurídico-penal de 
eutanasia.

El debate sobre la eutanasia, tanto desde el punto de vista de la bioética como del 
Derecho, se ha abierto paso en nuestro país y en los países de nuestro entorno durante 
las últimas décadas, no solo en los ámbitos académicos sino también en la sociedad, 
debate que se aviva periódicamente a raíz de casos personales que conmueven a la 
opinión pública. Un debate en el que confluyen diferentes causas, como la creciente 
prolongación de la esperanza de vida, con el consiguiente retraso en la edad de morir, en 
condiciones no pocas veces de importante deterioro físico y psíquico; el incremento de los 
medios técnicos capaces de sostener durante un tiempo prolongado la vida de las 
personas, sin lograr la curación o una mejora significativa de la calidad de vida; la 
secularización de la vida y conciencia social y de los valores de las personas; o el 
reconocimiento de la autonomía de la persona también en el ámbito sanitario, entre otros 
factores. Y es, precisamente, obligación del legislador atender a las demandas y valores 
de la sociedad, preservando y respetando sus derechos y adecuando para ello las normas 
que ordenan y organizan nuestra convivencia.

La legalización y regulación de la eutanasia se asientan sobre la compatibilidad de 
unos principios esenciales que son basamento de los derechos de las personas, y que son 
así recogidos en la Constitución española. Son, de un lado, los derechos fundamentales a 
la vida y a la integridad física y moral, y de otro, bienes constitucionalmente protegidos 
como son la dignidad, la libertad o la autonomía de la voluntad.

Hacer compatibles estos derechos y principios constitucionales es necesario y posible, 
para lo que se requiere una legislación respetuosa con todos ellos. No basta simplemente 
con despenalizar las conductas que impliquen alguna forma de ayuda a la muerte de otra 
persona, aun cuando se produzca por expreso deseo de esta. Tal modificación legal cv
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dejaría a las personas desprotegidas respecto de su derecho a la vida que nuestro marco 
constitucional exige proteger. Se busca, en cambio, legislar para respetar la autonomía y 
voluntad de poner fin a la vida de quien está en una situación de padecimiento grave, 
crónico e imposibilitante o de enfermedad grave e incurable, padeciendo un sufrimiento 
insoportable que no puede ser aliviado en condiciones que considere aceptables, lo que 
denominamos un contexto eutanásico. Con ese fin, la presente Ley regula y despenaliza 
la eutanasia en determinados supuestos, definidos claramente, y sujetos a garantías 
suficientes que salvaguarden la absoluta libertad de la decisión, descartando presión 
externa de cualquier índole.

En el panorama de los países de nuestro entorno se pueden reconocer, 
fundamentalmente, dos modelos de tratamiento normativo de la eutanasia.

Por una parte, los países que despenalizan las conductas eutanásicas cuando se 
considera que quien la realiza no tiene una conducta egoísta, y por consiguiente tiene una 
razón compasiva, dando pie a que se generen espacios jurídicos indeterminados que no 
ofrecen las garantías necesarias.

Por otra parte, los países que han regulado los supuestos en que la eutanasia es una 
práctica legalmente aceptable, siempre que sean observados concretos requisitos y 
garantías.

En el análisis de estas dos alternativas jurídicas, es relevante la doctrina del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos que, en su sentencia de 14 de mayo de 2013 (caso Gross 
vs. Suiza), consideró que no es aceptable que un país que haya despenalizado conductas 
eutanásicas no tenga elaborado y promulgado un régimen legal específico, precisando las 
modalidades de práctica de tales conductas eutanásicas. Esta Ley pretende incluirse en el 
segundo modelo de legislación, dotando de una regulación sistemática y ordenada a los 
supuestos en los que la eutanasia no deba ser objeto de reproche penal. Así, la Ley distingue 
entre dos conductas eutanásicas diferentes, la eutanasia activa y aquella en la que es el 
propio paciente la persona que termina con su vida, para lo que precisa de la colaboración 
de un profesional sanitario que, de forma intencionada y con conocimiento, facilita los medios 
necesarios, incluido el asesoramiento sobre la sustancia y dosis necesarias de 
medicamentos, su prescripción o, incluso, su suministro con el fin de que el paciente se lo 
administre. Por su parte, eutanasia activa es la acción por la que un profesional sanitario 
pone fin a la vida de un paciente de manera deliberada y a petición de este, cuando se 
produce dentro de un contexto eutanásico por causa de padecimiento grave, crónico e 
imposibilitante o enfermedad grave e incurable, causantes de un sufrimiento intolerable.

El contexto eutanásico, en el cual se acepta legalmente prestar ayuda para morir a otra 
persona, debe delimitarse con arreglo a determinadas condiciones que afectan a la 
situación física de la persona con el consiguiente sufrimiento físico o mental en que se 
encuentra, a las posibilidades de intervención para aliviar su sufrimiento, y a las 
convicciones morales de la persona sobre la preservación de su vida en unas condiciones 
que considere incompatibles con su dignidad personal. Así mismo, han de establecerse 
garantías para que la decisión de poner fin a la vida se produzca con absoluta libertad, 
autonomía y conocimiento, protegida por tanto de presiones de toda índole que pudieran 
provenir de entornos sociales, económicos o familiares desfavorables, o incluso de 
decisiones apresuradas. Este contexto eutanásico, así delimitado, requiere de una 
valoración cualificada y externa a las personas solicitante y ejecutora, previa y posterior al 
acto eutanásico. Al mismo tiempo, mediante la posibilidad de objeción de conciencia, se 
garantiza la seguridad jurídica y el respeto a la libertad de conciencia del personal sanitario 
llamado a colaborar en el acto de ayuda médica para morir, entendiendo el término médica 
implícito en la Ley cuando se habla de ayuda para morir, y entendido en un sentido 
genérico que comprende el conjunto de prestaciones y auxilios asistenciales que el 
personal sanitario debe prestar, en el ámbito de su competencia, a los pacientes que 
soliciten la ayuda necesaria para morir.

En definitiva, esta Ley introduce en nuestro ordenamiento jurídico un nuevo derecho 
individual como es la eutanasia. Se entiende por esta la actuación que produce la muerte 
de una persona de forma directa e intencionada mediante una relación causa-efecto única 
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e inmediata, a petición informada, expresa y reiterada en el tiempo por dicha persona, y 
que se lleva a cabo en un contexto de sufrimiento debido a una enfermedad o padecimiento 
incurable que la persona experimenta como inaceptable y que no ha podido ser mitigado 
por otros medios. Así definida, la eutanasia conecta con un derecho fundamental de la 
persona constitucionalmente protegido como es la vida, pero que se debe cohonestar 
también con otros derechos y bienes, igualmente protegidos constitucionalmente, como 
son la integridad física y moral de la persona (art. 15 CE), la dignidad humana (art. 10 CE), 
el valor superior de la libertad (art. 1.1 CE), la libertad ideológica y de conciencia 
(art. 16 CE) o el derecho a la intimidad (art. 18.1 CE). Cuando una persona plenamente 
capaz y libre se enfrenta a una situación vital que a su juicio vulnera su dignidad, intimidad 
e integridad, como es la que define el contexto eutanásico antes descrito, el bien de la vida 
puede decaer en favor de los demás bienes y derechos con los que debe ser ponderado, 
toda vez que no existe un deber constitucional de imponer o tutelar la vida a toda costa y 
en contra de la voluntad del titular del derecho a la vida. Por esta misma razón, el Estado 
está obligado a proveer un régimen jurídico que establezca las garantías necesarias y de 
seguridad jurídica.

II

La presente Ley consta de cinco capítulos, siete disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.

El capítulo I está destinado a delimitar su objeto y ámbito de aplicación, así como a 
establecer las necesarias definiciones fundamentales del texto normativo.

El capítulo II establece los requisitos para que las personas puedan solicitar la 
prestación de ayuda para morir y las condiciones para su ejercicio. Toda persona mayor de 
edad y en plena capacidad de obrar y decidir puede solicitar y recibir dicha ayuda, siempre 
que lo haga de forma autónoma, consciente e informada, y que se encuentre en los 
supuestos de padecimiento grave, crónico e imposibilitante o de enfermedad grave e 
incurable causantes de un sufrimiento físico o psíquico intolerables. Se articula también la 
posibilidad de solicitar esta ayuda mediante el documento de instrucciones previas o 
equivalente, legalmente reconocido, que existe ya en nuestro ordenamiento jurídico.

El capítulo III va dirigido a regular el procedimiento que se debe seguir para la 
realización de la prestación de ayuda para morir y las garantías que han de observarse en 
la aplicación de dicha prestación. En este ámbito cabe destacar la creación de Comisiones 
de Garantía y Evaluación que han de verificar de forma previa y controlar a posteriori el 
respeto a la Ley y los procedimientos que establece.

El capítulo IV establece los elementos que permiten garantizar a toda la ciudadanía el 
acceso en condiciones de igualdad a la prestación de ayuda para morir, incluyéndola en la 
cartera común de servicios del Sistema Nacional de Salud y garantizando así su 
financiación pública, pero garantizando también su prestación en centros privados o, 
incluso, en el domicilio. Hay que destacar que se garantiza dicha prestación sin perjuicio 
de la posibilidad de objeción de conciencia del personal sanitario.

Finalmente, el capítulo V regula las Comisiones de Garantía y Evaluación que deberán 
crearse en todas las Comunidades Autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla a los 
fines de esta Ley.

Las disposiciones adicionales, por su parte, se dirigen a garantizar que quienes 
solicitan ayuda para morir al amparo de esta Ley, se considerará que fallecen por muerte 
natural, a asegurar recursos y medios de apoyo destinados a las personas con 
discapacidad, a establecer mecanismos para dar la máxima difusión a la presente Ley 
entre los profesionales sanitarios y la ciudadanía y oferta de formación continua específica 
sobre la ayuda para morir, así como un régimen sancionador. En sus disposiciones finales, 
se procede, en consecuencia con el nuevo ordenamiento legal introducido por la presente 
Ley, a la modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 
con el objeto de despenalizar todas aquellas conductas eutanásicas en los supuestos y 
condiciones establecidos por la presente Ley.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.

El objeto de esta Ley es regular el derecho que corresponde a toda persona que 
cumpla las condiciones exigidas a solicitar y recibir la ayuda necesaria para morir, el 
procedimiento que ha de seguirse y las garantías que han de observarse.

Asimismo, determina los deberes del personal sanitario que atienda a esas personas, 
definiendo su marco de actuación, y regula las obligaciones de las administraciones e 
instituciones concernidas para asegurar el correcto ejercicio del derecho reconocido en 
esta Ley.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.

Esta Ley será de aplicación a todas las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, que actúen o se encuentren en territorio español. A estos efectos, se entenderá 
que una persona jurídica se encuentra en territorio español cuando tenga domicilio social, 
sede de dirección efectiva, sucursal, delegación o establecimiento de cualquier naturaleza 
en territorio español.

Artículo 3.  Definiciones.

A los efectos de lo previsto en esta Ley, se entiende por:

a)  «Consentimiento informado»: la conformidad libre, voluntaria y consciente del 
paciente, manifestada en pleno uso de sus facultades después de recibir la información 
adecuada, para que, a petición suya, tenga lugar una de las actuaciones descritas en la 
letra g).

b)  «Padecimiento grave, crónico e imposibilitante»: situación que hace referencia a 
limitaciones que inciden directamente sobre la autonomía física y actividades de la vida 
diaria, de manera que no permite valerse por sí mismo, así como sobre la capacidad de 
expresión y relación, y que llevan asociado un sufrimiento físico o psíquico constante e 
intolerable para quien lo padece, existiendo seguridad o gran probabilidad de que tales 
limitaciones vayan a persistir en el tiempo sin posibilidad de curación o mejoría apreciable. 
En ocasiones puede suponer la dependencia absoluta de apoyo tecnológico.

c)  «Enfermedad grave e incurable»: la que por su naturaleza origina sufrimientos 
físicos o psíquicos constantes e insoportables sin posibilidad de alivio que la persona 
considere tolerable, con un pronóstico de vida limitado, en un contexto de fragilidad 
progresiva.

d)  «Médico responsable»: facultativo que tiene a su cargo coordinar toda la 
información y la asistencia sanitaria del paciente, con el carácter de interlocutor principal 
del mismo en todo lo referente a su atención e información durante el proceso asistencial, 
y sin perjuicio de las obligaciones de otros profesionales que participan en las actuaciones 
asistenciales.

e)  «Médico consultor»: facultativo con formación en el ámbito de las patologías que 
padece el paciente y que no pertenece al mismo equipo del médico responsable.

f)  «Objeción de conciencia sanitaria»: derecho individual de los profesionales 
sanitarios a no atender aquellas demandas de actuación sanitaria reguladas en esta Ley 
que resultan incompatibles con sus propias convicciones.

g)  «Prestación de ayuda para morir»: acción derivada de proporcionar los medios 
necesarios a una persona que cumple los requisitos previstos en esta Ley y que ha 
manifestado su deseo de morir. Dicha prestación se puede producir en dos modalidades:

1.ª)  La administración directa al paciente de una sustancia por parte del profesional 
sanitario competente.
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2.ª)  La prescripción o suministro al paciente por parte del profesional sanitario de una 
sustancia, de manera que esta se la pueda auto administrar, para causar su propia muerte.

h)  «Situación de incapacidad de hecho»: situación en la que el paciente carece de 
entendimiento y voluntad suficientes para regirse de forma autónoma, plena y efectiva por 
sí mismo, con independencia de que existan o se hayan adoptado medidas de apoyo para 
el ejercicio de su capacidad jurídica.

CAPÍTULO II

Derecho de las personas a solicitar la prestación de ayuda para morir y requisitos 
para su ejercicio

Artículo 4.  Derecho a solicitar la prestación de ayuda para morir.

1.  Se reconoce el derecho de toda persona que cumpla los requisitos previstos en 
esta Ley a solicitar y recibir la prestación de ayuda para morir.

2.  La decisión de solicitar la prestación de ayuda para morir ha de ser una decisión 
autónoma, entendiéndose por tal aquella que está fundamentada en el conocimiento sobre 
su proceso médico, después de haber sido informada adecuadamente por el equipo 
sanitario responsable. En la historia clínica deberá quedar constancia de que la información 
ha sido recibida y comprendida por el paciente.

3.  En los procedimientos regulados en esta Ley, se garantizarán los medios y 
recursos de apoyo, materiales y humanos, incluidas las medidas de accesibilidad y diseño 
universales y los ajustes razonables que resulten precisos para que las personas 
solicitantes de la prestación de ayuda para morir reciban la información, formen y expresen 
su voluntad, otorguen su consentimiento y se comuniquen e interactúen con el entorno, de 
modo libre, a fin de que su decisión sea individual, madura y genuina, sin intromisiones, 
injerencias o influencias indebidas.

En especial, se adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que pueden necesitar en el ejercicio de los derechos 
que tienen reconocidos en el ordenamiento jurídico.

Artículo 5.  Requisitos para recibir la prestación de ayuda para morir.

1.  Para poder recibir la prestación de ayuda para morir será necesario que la persona 
cumpla todos los siguientes requisitos:

a)  Tener la nacionalidad española o residencia legal en España o certificado de 
empadronamiento que acredite un tiempo de permanencia en territorio español superior a 
doce meses, tener mayoría de edad y ser capaz y consciente en el momento de la solicitud.

b)  Disponer por escrito de la información que exista sobre su proceso médico, las 
diferentes alternativas y posibilidades de actuación, incluida la de acceder a cuidados 
paliativos integrales comprendidos en la cartera común de servicios y a las prestaciones 
que tuviera derecho de conformidad a la normativa de atención a la dependencia.

c)  Haber formulado dos solicitudes de manera voluntaria y por escrito, o por otro 
medio que permita dejar constancia, y que no sea el resultado de ninguna presión externa, 
dejando una separación de al menos quince días naturales entre ambas.

Si el médico responsable considera que la pérdida de la capacidad de la persona 
solicitante para otorgar el consentimiento informado es inminente, podrá aceptar cualquier 
periodo menor que considere apropiado en función de las circunstancias clínicas 
concurrentes, de las que deberá dejar constancia en la historia clínica.

d)  Sufrir una enfermedad grave e incurable o un padecimiento grave, crónico e 
imposibilitante en los términos establecidos en esta Ley, certificada por el médico 
responsable.

e)  Prestar consentimiento informado previamente a recibir la prestación de ayuda 
para morir. Dicho consentimiento se incorporará a la historia clínica del paciente. cv
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2.  No será de aplicación lo previsto en las letras b), c) y e) del apartado anterior en 
aquellos casos en los que el médico responsable certifique que el paciente no se encuentra 
en el pleno uso de sus facultades ni puede prestar su conformidad libre, voluntaria y 
consciente para realizar las solicitudes, cumpla lo previsto en el apartado 1.d), y haya 
suscrito con anterioridad un documento de instrucciones previas, testamento vital, 
voluntades anticipadas o documentos equivalentes legalmente reconocidos, en cuyo caso 
se podrá facilitar la prestación de ayuda para morir conforme a lo dispuesto en dicho 
documento. En el caso de haber nombrado representante en ese documento será el 
interlocutor válido para el médico responsable.

La valoración de la situación de incapacidad de hecho por el médico responsable se 
hará conforme a los protocolos de actuación que se determinen por el Consejo 
Interterritorial del Sistema Nacional de Salud.

Artículo 6.  Requisitos de la solicitud de prestación de ayuda para morir.

1.  La solicitud de prestación de ayuda para morir a la que se refiere el artículo 5.1.c) 
deberá hacerse por escrito, debiendo estar el documento fechado y firmado por el paciente 
solicitante, o por cualquier otro medio que permita dejar constancia de la voluntad 
inequívoca de quien la solicita, así como del momento en que se solicita.

En el caso de que por su situación personal o condición de salud no le fuera posible 
fechar y firmar el documento, podrá hacer uso de otros medios que le permitan dejar 
constancia, o bien otra persona mayor de edad y plenamente capaz podrá fecharlo y 
firmarlo en su presencia. Dicha persona ha de mencionar el hecho de que quien demanda 
la prestación de ayuda para morir no se encuentra en condiciones de firmar el documento 
e indicar las razones.

2.  El documento deberá firmarse en presencia de un profesional sanitario que lo 
rubricará. Si no es el médico responsable, lo entregará a este. El escrito deberá 
incorporarse a la historia clínica del paciente.

3.  El solicitante de la prestación de ayuda para morir podrá revocar su solicitud en 
cualquier momento, incorporándose su decisión en su historia clínica. Asimismo, podrá 
pedir el aplazamiento de la administración de la ayuda para morir.

4.  En los casos previstos en el artículo 5.2, la solicitud de prestación de ayuda para 
morir podrá ser presentada al médico responsable por otra persona mayor de edad y 
plenamente capaz, acompañándolo del documento de instrucciones previas, testamento 
vital, voluntades anticipadas o documentos equivalentes legalmente reconocidos, suscritos 
previamente por el paciente. En caso de que no exista ninguna persona que pueda 
presentar la solicitud en nombre del paciente, el médico que lo trata podrá presentar la 
solicitud de eutanasia. En tal caso, dicho médico que lo trata estará legitimado para 
solicitar y obtener el acceso al documento de instrucciones previas, voluntades anticipadas 
o documentos equivalentes a través de las personas designadas por la autoridad sanitaria 
de la Comunidad Autónoma correspondiente o por el Ministerio de Sanidad, de conformidad 
con la letra d) del punto 1 del artículo 4 del Real Decreto 124/2007, de 2 de febrero, por el 
que se regula el Registro nacional de instrucciones previas y el correspondiente fichero 
automatizado de datos de carácter personal.

Artículo 7.  Denegación de la prestación de ayuda para morir.

1.  Las denegaciones de la prestación de ayuda para morir deberán realizarse 
siempre por escrito y de manera motivada por el médico responsable.

2.  Contra dicha denegación, que deberá realizarse en el plazo máximo de diez días 
naturales desde la primera solicitud, la persona que hubiera presentado la misma podrá 
presentar en el plazo máximo de quince días naturales una reclamación ante la Comisión 
de Garantía y Evaluación competente. El médico responsable que deniegue la solicitud 
está obligado a informarle de esta posibilidad.

3.  El médico responsable que deniegue la solicitud de la prestación de ayuda para 
morir, con independencia de que se haya formulado o no una reclamación ante la Comisión 
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de Garantía y Evaluación competente, deberá remitir, en el plazo de cinco días contados a 
partir de que se le haya notificado la denegación al paciente, los dos documentos 
especificados en el artículo 12, adaptando el documento segundo de modo que incluya los 
datos clínicos relevantes para la evaluación del caso y por escrito el motivo de la denegación.

CAPÍTULO III

Procedimiento para la realización de la prestación de ayuda para morir

Artículo 8.  Procedimiento a seguir por el médico responsable cuando exista una solicitud 
de prestación de ayuda para morir.

1.  Una vez recibida la primera solicitud de prestación de ayuda para morir a la que se 
refiere el artículo 5.1.c), el médico responsable, en el plazo máximo de dos días naturales, 
una vez verificado que se cumplen los requisitos previstos en el artículo 5.1.a), c) y d), 
realizará con el paciente solicitante un proceso deliberativo sobre su diagnóstico, 
posibilidades terapéuticas y resultados esperables, así como sobre posibles cuidados 
paliativos, asegurándose de que comprende la información que se le facilita. Sin perjuicio de 
que dicha información sea explicada por el médico responsable directamente al paciente, la 
misma deberá facilitarse igualmente por escrito, en el plazo máximo de cinco días naturales.

Transcurrido el plazo previsto en el artículo 5.1.c), y una vez recibida la segunda 
solicitud, el médico responsable, en el plazo de dos días naturales, retomará con el 
paciente solicitante el proceso deliberativo al objeto de atender, en el plazo máximo de 
cinco días naturales, cualquier duda o necesidad de ampliación de información que se le 
haya planteado al paciente tras la información proporcionada después de la presentación 
de la primera solicitud, conforme al párrafo anterior.

2.  Transcurridas veinticuatro horas tras la finalización del proceso deliberativo al que 
se refiere el apartado anterior, el médico responsable recabará del paciente solicitante su 
decisión de continuar o desistir de la solicitud de prestación de ayuda para morir. En el 
caso de que el paciente manifestara su deseo de continuar con el procedimiento, el médico 
responsable deberá comunicar esta circunstancia al equipo asistencial, especialmente a 
los profesionales de enfermería, así como, en el caso de que así lo solicitara el paciente, 
a los familiares o allegados que señale. Igualmente, deberá recabar del paciente la firma 
del documento del consentimiento informado.

En el caso de que el paciente decidiera desistir de su solicitud, el médico responsable 
pondrá este hecho igualmente en conocimiento del equipo asistencial.

3.  El médico responsable deberá consultar a un médico consultor, quien, tras estudiar 
la historia clínica y examinar al paciente, deberá corroborar el cumplimiento de las 
condiciones establecidas en el artículo 5.1, o en su caso en el 5.2, en el plazo máximo de 
diez días naturales desde la fecha de la segunda solicitud, a cuyo efecto redactará un 
informe que pasará a formar parte de la historia clínica del paciente. Las conclusiones de 
dicho informe deberán ser comunicadas al paciente solicitante en el plazo máximo de 
veinticuatro horas.

4.  En caso de informe desfavorable del médico consultor sobre el cumplimiento de 
las condiciones del artículo 5.1, el paciente podrá recurrir a la Comisión de Garantía y 
Evaluación en los términos previstos en el artículo 7.2.

5.  Una vez cumplido lo previsto en los apartados anteriores, el médico responsable, 
antes de la realización de la prestación de ayuda para morir, lo pondrá en conocimiento del 
presidente de la Comisión de Garantía y Evaluación, en el plazo máximo de tres días 
hábiles, al efecto de que se realice el control previo previsto en el artículo 10.

Artículo 9.  Procedimiento a seguir cuando se aprecie que existe una situación de 
incapacidad de hecho.

En los casos previstos en el artículo 5.2 el médico responsable está obligado a aplicar 
lo previsto en las instrucciones previas o documento equivalente.
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Artículo 10.  Verificación previa por parte de la Comisión de Garantía y Evaluación.

1.  Una vez recibida la comunicación médica a que se refiere el artículo 8.5, el 
presidente de la Comisión de Garantía y Evaluación designará, en el plazo máximo de dos 
días, a dos miembros de la misma, un profesional médico y un jurista, para que verifiquen 
si, a su juicio, concurren los requisitos y condiciones establecidos para el correcto ejercicio 
del derecho a solicitar y recibir la prestación de ayuda para morir.

2.  Para el adecuado ejercicio de sus funciones, los dos miembros citados en el 
apartado anterior tendrán acceso a la documentación que obre en la historia clínica y podrán 
entrevistarse con el profesional médico y el equipo, así como con la persona solicitante.

3.  En el plazo máximo de siete días naturales, emitirán un informe con los requisitos a 
que se refiere el documento contemplado en la letra b) del artículo 12. Si la decisión es 
favorable, el informe emitido servirá de resolución a los efectos de la realización de la 
prestación. Si la decisión es desfavorable a la solicitud planteada, quedará abierta la posibilidad 
de reclamar en virtud de lo previsto en la letra a) del artículo 18. En los casos en que no haya 
acuerdo entre los dos miembros citados en el apartado 1 de este artículo, se elevará la 
verificación al pleno de la Comisión de Garantía y Evaluación, que decidirá definitivamente.

4.  La resolución definitiva deberá ponerse en conocimiento del presidente para que, 
a su vez, la traslade al médico responsable que realizó la comunicación para proceder, en 
su caso, a realizar la prestación de ayuda para morir; todo ello deberá hacerse en el plazo 
máximo de dos días naturales.

5.  Las resoluciones de la Comisión que informen desfavorablemente la solicitud de 
la prestación de ayuda para morir podrán ser recurridas ante la jurisdicción contencioso-
administrativa.

Artículo 11.  Realización de la prestación de ayuda para morir.

1.  Una vez recibida la resolución positiva, la realización de la prestación de ayuda 
para morir debe hacerse con el máximo cuidado y profesionalidad por parte de los 
profesionales sanitarios, con aplicación de los protocolos correspondientes, que 
contendrán, además, criterios en cuanto a la forma y tiempo de realización de la prestación.

En el caso de que el paciente se encuentre consciente, este deberá comunicar al 
médico responsable la modalidad en la que quiere recibir la prestación de ayuda para 
morir.

2.  En los casos en los que la prestación de ayuda para morir lo sea conforme a la 
forma descrita en el artículo 3.g.1.ª) el médico responsable, así como el resto de 
profesionales sanitarios, asistirán al paciente hasta el momento de su muerte.

3.  En el supuesto contemplado en el artículo 3.g.2.ª) el médico responsable, así 
como el resto de profesionales sanitarios, tras prescribir la sustancia que el propio paciente 
se autoadministrará, mantendrá la debida tarea de observación y apoyo a este hasta el 
momento de su fallecimiento.

Artículo 12.  Comunicación a la Comisión de Garantía y Evaluación tras la realización de 
la prestación de ayuda para morir.

Una vez realizada la prestación de ayuda para morir, y en el plazo máximo de cinco 
días hábiles después de esta, el médico responsable deberá remitir a la Comisión de 
Garantía y Evaluación de su Comunidad Autónoma o Ciudad Autónoma los siguientes dos 
documentos separados e identificados con un número de registro:

a)  El primer documento, sellado por el médico responsable, referido como 
«documento primero», deberá recoger los siguientes datos:

1.º)  Nombre completo y domicilio de la persona solicitante de la ayuda para morir y, 
en su caso, de la persona autorizada que lo asistiera.

2.º)  Nombre completo, dirección y número de identificación profesional (número de 
colegiado o equivalente) del médico responsable.
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3.º)  Nombre completo, dirección y número de identificación profesional del médico 
consultor cuya opinión se ha recabado.

4.º)  Si la persona solicitante disponía de un documento de instrucciones previas o 
documento equivalente y en él se señalaba a un representante, nombre completo del 
mismo. En caso contrario, nombre completo de la persona que presentó la solicitud en 
nombre del paciente en situación de incapacidad de hecho.

b)  El segundo documento, referido como «documento segundo», deberá recoger los 
siguientes datos:

1.º)  Sexo y edad de la persona solicitante de la ayuda para morir.
2.º)  Fecha y lugar de la muerte.
3.º)  Tiempo transcurrido desde la primera y la última petición hasta la muerte de la 

persona.
4.º)  Descripción de la patología padecida por la persona solicitante (enfermedad 

grave e incurable o padecimiento grave, crónico e imposibilitante).
5.º)  Naturaleza del sufrimiento continuo e insoportable padecido y razones por las 

cuales se considera que no tenía perspectivas de mejoría.
6.º)  Información sobre la voluntariedad, reflexión y reiteración de la petición, así 

como sobre la ausencia de presión externa.
7.º)  Si existía documento de instrucciones previas o documento equivalente, una 

copia del mismo.
8.º)  Procedimiento seguido por el médico responsable y el resto del equipo de 

profesionales sanitarios para realizar la ayuda para morir.
9.º)  Capacitación de los médicos consultores y fechas de las consultas.

CAPÍTULO IV

Garantía en el acceso a la prestación de ayuda para morir

Artículo 13.  Garantía del acceso a la prestación de ayuda para morir.

1.  La prestación de ayuda para morir estará incluida en la cartera común de servicios 
del Sistema Nacional de Salud y será de financiación pública.

2.  Los servicios públicos de salud, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
aplicarán las medidas precisas para garantizar el derecho a la prestación de ayuda para 
morir en los supuestos y con los requisitos establecidos en esta Ley.

Artículo 14.  Prestación de la ayuda para morir por los servicios de salud.

La prestación de la ayuda para morir se realizará en centros sanitarios públicos, 
privados o concertados, y en el domicilio, sin que el acceso y la calidad asistencial de la 
prestación puedan resultar menoscabados por el ejercicio de la objeción de conciencia 
sanitaria o por el lugar donde se realiza. No podrán intervenir en ninguno de los equipos 
profesionales quienes incurran en conflicto de intereses ni quienes resulten beneficiados 
de la práctica de la eutanasia.

Artículo 15.  Protección de la intimidad y confidencialidad.

1.  Los centros sanitarios que realicen la prestación de ayuda para morir adoptarán 
las medidas necesarias para asegurar la intimidad de las personas solicitantes de la 
prestación y la confidencialidad en el tratamiento de sus datos de carácter personal.

2.  Asimismo, los citados centros deberán contar con sistemas de custodia activa de 
las historias clínicas de los pacientes e implantar en el tratamiento de los datos las medidas 
de seguridad de nivel alto previstas en la normativa vigente en materia de protección de 
datos de carácter personal, teniendo en cuenta que los tratamientos afectan a categorías 
especiales de datos previstas en el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016. cv
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Artículo 16.  Objeción de conciencia de los profesionales sanitarios.

1.  Los profesionales sanitarios directamente implicados en la prestación de ayuda 
para morir podrán ejercer su derecho a la objeción de conciencia.

El rechazo o la negativa a realizar la citada prestación por razones de conciencia es 
una decisión individual del profesional sanitario directamente implicado en su realización, 
la cual deberá manifestarse anticipadamente y por escrito.

2.  Las administraciones sanitarias crearán un registro de profesionales sanitarios 
objetores de conciencia a realizar la ayuda para morir, en el que se inscribirán las declaraciones 
de objeción de conciencia para la realización de la misma y que tendrá por objeto facilitar la 
necesaria información a la administración sanitaria para que esta pueda garantizar una 
adecuada gestión de la prestación de ayuda para morir. El registro se someterá al principio de 
estricta confidencialidad y a la normativa de protección de datos de carácter personal.

CAPÍTULO V

Comisiones de Garantía y Evaluación

Artículo 17.  Creación y composición.

1.  Existirá una Comisión de Garantía y Evaluación en cada una de las Comunidades 
Autónomas, así como en las Ciudades de Ceuta y Melilla. La composición de cada una de 
ellas tendrá carácter multidisciplinar y deberá contar con un número mínimo de siete 
miembros entre los que se incluirán personal médico, de enfermería y juristas.

2.  En el caso de las Comunidades Autónomas, dichas comisiones, que tendrán la 
naturaleza de órgano administrativo, serán creadas por los respectivos gobiernos 
autonómicos, quienes determinarán su régimen jurídico. En el caso de las Ciudades de 
Ceuta y Melilla, será el Ministerio de Sanidad quien cree las comisiones para cada una de 
las ciudades y determine sus regímenes jurídicos.

3.  Cada Comisión de Garantía y Evaluación deberá crearse y constituirse en el plazo 
de tres meses a contar desde la entrada en vigor de este artículo.

4.  Cada Comisión de Garantía y Evaluación deberá disponer de un reglamento de 
orden interno, que será elaborado por la citada Comisión y autorizado por el órgano 
competente de la administración autonómica. En el caso de las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, la citada autorización corresponderá al Ministerio de Sanidad.

5.  El Ministerio de Sanidad y los presidentes de las Comisiones de Garantía y 
Evaluación de las Comunidades Autónomas se reunirán anualmente, bajo la coordinación 
del Ministerio, para homogeneizar criterios e intercambiar buenas prácticas en el desarrollo 
de la prestación de eutanasia en el Sistema Nacional de Salud.

Artículo 18.  Funciones.

Son funciones de la Comisión de Garantía y Evaluación las siguientes:

a)  Resolver en el plazo máximo de veinte días naturales las reclamaciones que 
formulen las personas a las que el médico responsable haya denegado su solicitud de 
prestación de ayuda para morir, así como dirimir los conflictos de intereses que puedan 
suscitarse según lo previsto en el artículo 14.

También resolverá en el plazo de veinte días naturales las reclamaciones a las que se 
refiere el apartado 3 del artículo 10, sin que puedan participar en la resolución de las 
mismas los dos miembros designados inicialmente para verificar el cumplimiento de los 
requisitos de la solicitud.

Asimismo resolverá en igual plazo sobre las solicitudes pendientes de verificación y 
elevadas al pleno por existir disparidad de criterios entre los miembros designados que 
impida la formulación de un informe favorable o desfavorable.

En el caso de que la resolución sea favorable a la solicitud de prestación de ayuda 
para morir, la Comisión de Garantía y Evaluación competente requerirá a la dirección del 
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centro para que en el plazo máximo de siete días naturales facilite la prestación solicitada 
a través de otro médico del centro o de un equipo externo de profesionales sanitarios.

El transcurso del plazo de veinte días naturales sin haberse dictado resolución dará 
derecho a los solicitantes a entender denegada su solicitud de prestación de ayuda para morir, 
quedando abierta la posibilidad de recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

b)  Verificar en el plazo máximo de dos meses si la prestación de ayuda para morir se 
ha realizado de acuerdo con los procedimientos previstos en la ley.

Dicha verificación se realizará con carácter general a partir de los datos recogidos en el 
documento segundo. No obstante, en caso de duda, la Comisión podrá decidir por mayoría 
simple levantar el anonimato y acudir a la lectura del documento primero. Si, tras el 
levantamiento del anonimato, la imparcialidad de algún miembro de la Comisión de Garantía 
y Evaluación se considerara afectada, este podrá retirarse voluntariamente o ser recusado.

Asimismo, para realizar la citada verificación la Comisión podrá decidir por mayoría 
simple solicitar al médico responsable la información recogida en la historia clínica del 
paciente que tenga relación con la realización de la prestación de ayuda para morir.

c)  Detectar posibles problemas en el cumplimiento de las obligaciones previstas en 
esta Ley, proponiendo, en su caso, mejoras concretas para su incorporación a los 
manuales de buenas prácticas y protocolos.

d)  Resolver dudas o cuestiones que puedan surgir durante la aplicación de la Ley, 
sirviendo de órgano consultivo en su ámbito territorial concreto.

e)  Elaborar y hacer público un informe anual de evaluación acerca de la aplicación 
de la Ley en su ámbito territorial concreto. Dicho informe deberá remitirse al órgano 
competente en materia de salud.

f)  Aquellas otras que puedan atribuirles los gobiernos autonómicos, así como, en el 
caso de las Ciudades de Ceuta y Melilla, el Ministerio de Sanidad.

Artículo 19.  Deber de secreto.

Los miembros de las Comisiones de Garantía y Evaluación estarán obligados a 
guardar secreto sobre el contenido de sus deliberaciones y a proteger la confidencialidad 
de los datos personales que, sobre profesionales sanitarios, pacientes, familiares y 
personas allegadas, hayan podido conocer en su condición de miembros de la Comisión.

Disposición adicional primera.  Sobre la consideración legal de la muerte.

La muerte como consecuencia de la prestación de ayuda para morir tendrá la 
consideración legal de muerte natural a todos los efectos, independientemente de la 
codificación realizada en la misma.

Disposición adicional segunda.  Régimen sancionador.

Las infracciones de lo dispuesto por la presente Ley quedan sometidas al régimen 
sancionador previsto en el capítulo VI del título I de la Ley 14/1986, General de Sanidad, 
sin perjuicio de las posibles responsabilidades civil, penal y profesional o estatutaria que 
puedan corresponder.

Disposición adicional tercera.  Informe anual.

Las Comunidades Autónomas remitirán al Ministerio de Sanidad el informe a que se 
refiere la letra e) del artículo 18. Para las Ciudades de Ceuta y Melilla el Ministerio de 
Sanidad recabará dicho informe a través del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria. Los 
datos conjuntos de Comunidades y Ciudades Autónomas serán hechos públicos y 
presentados por el Ministerio de Sanidad.

Disposición adicional cuarta.  Personas con discapacidad.

Las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas tendrán garantizados los 
derechos, recursos y medios de apoyo establecidos en la Ley 27/2007, de 23 de octubre, por cv
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la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se regulan los medios de apoyo a la 
comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas.

Disposición adicional quinta.  Recurso jurisdiccional.

Los recursos a los que se refieren los artículos 10.5 y 18.a) se tramitarán por el 
procedimiento previsto para la protección de los derechos fundamentales de la persona en 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Disposición adicional sexta.  Medidas para garantizar la prestación de ayuda para morir 
por los servicios de salud.

Con el fin de asegurar la igualdad y calidad asistencial de la prestación de ayuda para 
morir, el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud deberá elaborar en el plazo 
de tres meses a contar desde la entrada en vigor de la Ley un manual de buenas prácticas 
que sirva para orientar la correcta puesta en práctica de esta Ley.

Asimismo, en este mismo plazo deberá elaborar los protocolos a los que se refiere el 
artículo 5.2.

Disposición adicional séptima.  Formación.

Las administraciones sanitarias competentes habilitarán los mecanismos oportunos 
para dar la máxima difusión a la presente Ley entre los profesionales sanitarios y la 
ciudadanía en general, así como para promover entre la misma la realización del 
documento de instrucciones previas.

Asimismo, difundirán entre el personal sanitario los supuestos contemplados en la 
misma a los efectos de su correcto y general conocimiento y de facilitar en su caso el 
ejercicio por los profesionales del derecho a la objeción de conciencia.

La Comisión de formación continuada de las profesiones sanitarias, adscrita a la 
Comisión de recursos humanos del Sistema Nacional de Salud, abordará, en el plazo de 
un año desde la entrada en vigor de esta Ley, la coordinación de la oferta de formación 
continua específica sobre la ayuda para morir, que deberá considerar tanto los aspectos 
técnicos como los legales, formación sobre comunicación difícil y apoyo emocional.

Disposición transitoria única.  Régimen jurídico de las Comisiones de Garantía y 
Evaluación.

En tanto no dispongan de su propio reglamento de orden interno, el funcionamiento de 
las Comisiones de Garantía y Evaluación se ajustará a las reglas establecidas en la 
sección 3.ª del capítulo II del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que contradigan o 
se opongan a lo establecido en esta Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal.

Se modifica el apartado 4 y se añade un apartado 5 al artículo 143 de la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en los términos siguientes:

«4.  El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a 
la muerte de una persona que sufriera un padecimiento grave, crónico e imposibilitante 
o una enfermedad grave e incurable, con sufrimientos físicos o psíquicos constantes 
e insoportables, por la petición expresa, seria e inequívoca de esta, será castigado 
con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los apartados 2 y 3. cv
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5.  No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirá en 
responsabilidad penal quien causare o cooperare activamente a la muerte de otra 
persona cumpliendo lo establecido en la ley orgánica reguladora de la eutanasia.»

Disposición final segunda.  Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1.1.ª y 16.ª de la Constitución Española, 
que atribuyen al Estado la competencia para la regulación de las condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales, y sobre las bases y coordinación general de 
la sanidad, respectivamente, salvo la disposición final primera que se ampara en la 
competencia que el artículo 149.1.6.ª atribuye al Estado sobre legislación penal.

Disposición final tercera.  Carácter ordinario de determinadas disposiciones.

La presente Ley tiene carácter de ley orgánica a excepción de los artículos 12, 16.1, 17 
y 18, de las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera, cuarta, quinta, sexta y 
séptima, y de la disposición transitoria única, que revisten el carácter de ley ordinaria.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», salvo el artículo 17, que entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley orgánica.

Madrid, 24 de marzo de 2021.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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Real decreto 124/2007, de 2 de febrero, por el que se regula el Registro nacional de 

instrucciones previas y el correspondiente fichero automatizado de datos de carácter personal 

(citado en artículo 6.4 de la LORE) 

Artículo 4.  Acceso al Registro nacional de instrucciones previas. 

1. Se encuentran legitimados para acceder a los asientos del Registro nacional: 

a) Las personas otorgantes de las instrucciones previas inscritas en él. 

b) Los representantes legales de las personas otorgantes o los que a tal efecto hubieran sido 

designados de manera fehaciente por estas. 

c) Los responsables acreditados de los registros autonómicos. 

d)  Las  personas  designadas  por  la  autoridad  sanitaria  de  la  comunidad  autónoma 

correspondiente o por el Ministerio de Sanidad y Consumo. 

 

 

REGLAMENTO (UE) 2016/679 

DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 

de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 

Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) 

(citado en artículo 15.2 de la LORE) 

 

Artículo 9 

Tratamiento de categorías especiales de datos personales 

1.  Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las 

opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de 

datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, 

datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o la orientación sexuales de una persona 

física.  

2.  El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes: 

a)   el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con 

uno o más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados 
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3  

  

miembros establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el 

interesado;  

b)  el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos 

específicos del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la 

seguridad y protección social, en la medida en  que  así  lo  autorice  el  Derecho  de  la  Unión de  

los  Estados miembros o  un  convenio  colectivo con  arreglo  al Derecho de los Estados miembros 

que establezca garantías adecuadas del respeto de los derechos fundamentales y de los intereses 

del interesado;  

c)   el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, 

en el supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su 

consentimiento;  

d)  el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, 

por una fundación, una  asociación o  cualquier otro  organismo sin  ánimo de  lucro, cuya  finalidad 

sea  política, filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los 

miembros actuales o antiguos de tales organismos o  a  personas que  mantengan  contactos  

regulares con  ellos  en  relación con  sus  fines  y  siempre que  los  datos personales no se 

comuniquen fuera de ellos sin el consentimiento de los interesados;  

e)   el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente 

públicos;  

f)   el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o 

cuando los tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;  

g)  el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho 

de la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar 

en lo esencial el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para 

proteger los intereses y derechos fundamentales del interesado; 

h)  el  tratamiento es  necesario  para  fines  de  medicina preventiva o  laboral, evaluación de  la  

capacidad laboral del trabajador,  diagnóstico médico, prestación de  asistencia  o  tratamiento de  

tipo  sanitario  o  social, o  gestión de  los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre 

la base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un 

profesional sanitario y sin perjuicio de las condiciones y garantías contempladas en el apartado 3; 

i)   el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como 

la protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados 

niveles de calidad y de seguridad de la asistencia  sanitaria y  de los  medicamentos  o  productos  

sanitarios,  sobre  la  base del  Derecho de la  Unión  o  de  los Estados miembros que  establezca 

medidas adecuadas y  específicas para  proteger  los  derechos  y  libertades  /del interesado, en 

particular el secreto profesional 

j)   el tratamiento es necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación 

científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base 

del Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que  debe  ser  proporcional al  objetivo 
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perseguido, respetar en  lo  esencial el  derecho a  la  protección de datos  y  establecer medidas 

adecuadas y  específicas para  proteger  los  intereses y  derechos fundamentales del interesado.  

3.  Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el 

apartado 2, letra h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de 

secreto profesional, o bajo su responsa­bilidad, de  acuerdo con  el  Derecho de  la  Unión o  de  los  

Estados miembros o  con  las  normas  establecidas por  los organismos nacionales competentes, o 

por cualquier otra persona sujeta también a la obligación de secreto de acuerdo con  el  Derecho de  

la  Unión o  de  los  Estados miembros o  de  las  normas  establecidas por  los  organismos 

nacionales competentes.  

4.  Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive 

limitaciones, con respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la 

salud. 

 

 

Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. 

«BOE» núm. 102, de 29 de abril de 1986 Referencia: BOE-A-1986-10499 

(citado en disposición adicional 2ª de la LORE) 

 

CAPÍTULO VI 

De las infracciones y sanciones 

Artículo treinta y dos. 

1. Las infracciones en materia de sanidad serán objeto de las sanciones administrativas 

correspondientes, previa instrucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabilidades 

civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir. 

2. En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración 

pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir el procedimiento 

sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme. 

De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración continuará el expediente 

sancionador tomando como base los hechos que los tribunales hayan considerado probados. 

Las medidas administrativas que hubieran sido adoptadas para salvaguardar la salud y seguridad de 

las personas se mantendrán en tanto la autoridad judicial se pronuncie sobre las mismas. 

Artículo treinta y tres. 
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En ningún caso se impondrá una doble sanción por los mismos hechos y en función de los mismos 

intereses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás responsabilidades que se deduzcan 

de otros hechos o infracciones concurrentes. 

Artículo treinta y cuatro. 

Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves, atendiendo a los criterios de riesgo 

para la salud, cuantía del eventual beneficio obtenido, grado de intencionalidad, gravedad de la 

alteración sanitaria y social producida, generalización de la infracción y reincidencia. 

Artículo treinta y cinco. 

Se tipifican como infracciones sanitarias las siguientes: 

A) Infracciones leves. 

1.ª Las simples irregularidades en la observación de la normativa sanitaria vigente, sin trascendencia 

directa para la salud pública. 

2.ª Las cometidas por simple negligencia, siempre que la alteración o riesgo sanitarios producidos 

fueren de escasa entidad. 

3.ª Las que, en razón de los criterios contemplados en este artículo, merezcan la calificación de leves 

o no proceda su calificación como faltas graves o muy graves. 

B) Infracciones graves. 

1.ª Las que reciban expresamente dicha calificación en la normativa especial aplicable en cada caso. 

2.ª Las que se produzcan por falta de controles y precauciones exigibles en la actividad, servicio o 

instalación de que se trate. 

3.ª Las que sean concurrentes con otras infracciones sanitarias leves, o hayan servido para facilitarlas 

o encubrirlas. 

4.ª El incumplimiento de los requerimientos específicos que formulen las autoridades sanitarias, 

siempre que se produzcan por primera vez. 

5.ª La resistencia a suministrar datos, facilitar información o prestar colaboración a las autoridades 

sanitarias, a sus agentes o al órgano encargado del Registro Estatal de Profesionales Sanitarios. 

6.ª Las que, en razón de los elementos contemplados en este artículo, merezcan la calificación de 

graves o no proceda su calificación como faltas leves o muy graves. 

7.ª La reincidencia en la comisión de infracciones leves en los últimos tres meses. 

C) Infracciones muy graves. 

1.ª Las que reciban expresamente dicha calificación en la normativa especial aplicable en cada caso. 

2.ª Las que se realicen de forma consciente y deliberada, siempre que se produzca un daño grave. 
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3.ª Las que sean concurrentes con otras infracciones sanitarias graves, o hayan servido para facilitar 

o encubrir su comisión. 

4.ª El incumplimiento reiterado de los requerimientos específicos que formulen las autoridades 

sanitarias. 

5.ª La negativa absoluta a facilitar información o prestar colaboración a los servicios de control e 

inspección. 

6.ª La resistencia, coacción, amenaza, represalia, desacato o cualquier otra forma de presión ejercida 

sobre las autoridades sanitarias o sus agentes. 

7.ª Las que, en razón de los elementos contemplados en este artículo y de su grado de concurrencia, 

merezcan la calificación de muy graves o no proceda su calificación como faltas leves o graves. 

8.ª La reincidencia en la comisión de faltas graves en los últimos cinco años. 

Artículo treinta y seis. 

1. Las infracciones en materia de sanidad serán sancionadas con multas de acuerdo con la siguiente 

graduación: 

a) Infracciones leves, hasta 3.005,06 euros. 

b) Infracciones graves, desde 3.005,07 a 15.025,30 euros, pudiendo rebasar dicha cantidad hasta 

alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción. 

c) Infracciones muy graves, desde 15.025,31 a 601.012,10 euros, pudiendo rebasar dicha cantidad 

hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los productos o servicios objeto de la infracción. 

2. Además, en los supuestos de infracciones muy graves, podrá acordarse, por el Consejo de 

Ministros o por los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas que tuvieren 

competencia para ello, el cierre temporal del establecimiento, instalación o servicio por un plazo 

máximo de cinco años. En tal caso, será de aplicación lo previsto en el artículo 57.4 de la Ley 8/1980, 

de 10 de marzo, por la que se aprueba el Estatuto de los Trabajadores. 

3. Las cuantías señaladas anteriormente deberán ser revisadas y actualizadas periódicamente por el 

Gobierno, por Real Decreto, teniendo en cuenta la variación de los índices de precios para el 

consumo. 

Artículo treinta y siete. 

No tendrán carácter de sanción la clausura o cierre de establecimientos, instalaciones o servicios que 

no cuenten con las previas autorizaciones o registros sanitarios preceptivos o la suspensión de su 

funcionamiento hasta tanto se subsanen los defectos o se cumplan los requisitos exigidos por 

razones de sanidad, higiene o seguridad. 
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Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 
 

«BOE» núm. 167, de 14 de julio de 1998 

Referencia: BOE-A-1998-16718 

(citado en disposición adicional 5ª de la LORE) 

 
TÍTULO V 

Procedimientos especiales 

 

CAPÍTULO I 

Procedimiento para la protección de los derechos fundamentales de la persona 

 

Artículo 114.  

1. El procedimiento de amparo judicial de las libertades y derechos, previsto en el artículo 53.2 de la 

Constitución española, se regirá, en el orden contencioso-administrativo, por lo dispuesto en este capítulo y, 

en lo no previsto en él, por las normas generales de la presente Ley. 

2. Podrán hacerse valer en este proceso las pretensiones a que se refieren los artículos 31 y 32, siempre que 

tengan como finalidad la de restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales el 

recurso hubiere sido formulado. 

3. Todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrá carácter preferente. 

 

Artículo 115.  

1. El plazo para interponer este recurso será de diez días, que se computarán, según los casos, desde el día 

siguiente al de notificación del acto, publicación de la disposición impugnada, requerimiento para el cese de la 

vía de hecho, o transcurso del plazo fijado para la resolución, sin más trámites. Cuando la lesión del derecho 

fundamental tuviera su origen en la inactividad administrativa, o se hubiera interpuesto potestativamente un 

recurso administrativo, o, tratándose de una actuación en vía de hecho, no se hubiera formulado 

requerimiento, el plazo de diez días se iniciará transcurridos veinte días desde la reclamación, la presentación 

del recurso o el inicio de la actuación administrativa en vía de hecho, respectivamente.  

 
2. En el escrito de interposición se expresará con precisión y claridad el derecho o derechos cuya tutela se 

pretende y, de manera concisa, los argumentos sustanciales que den fundamento al recurso. 

 

Artículo 116.  

1. En el mismo día de la presentación del recurso o en el siguiente, el Secretario judicial requerirá con carácter 

urgente al órgano administrativo correspondiente, acompañando copia del escrito de interposición, para que 

en el plazo máximo de cinco días a contar desde la recepción del requerimiento remita el expediente 

acompañado de los informes y datos que estime procedentes, con apercibimiento de cuanto se establece en 

el artículo 48. 

2. Al remitir el expediente, el órgano administrativo lo comunicará a todos los que aparezcan como 

interesados en el mismo, acompañando copia del escrito de interposición y emplazándoles para que puedan 

comparecer como demandados ante el Juzgado o Sala en el plazo de cinco días. 

3. La Administración, con el envío del expediente, y los demás demandados, al comparecer, podrán solicitar 

razonadamente la inadmisión del recurso y la celebración de la comparecencia a que se refiere el artículo 

117.2. 

4. La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo previsto en el apartado anterior no 

suspenderá el curso de los autos. 
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5. Cuando el expediente administrativo se recibiese en el Juzgado o Sala una vez transcurrido el plazo 

establecido en el apartado 1 de este artículo, el Secretario judicial lo pondrá de manifiesto a las partes por 

plazo de cuarenta y ocho horas, en el que podrán hacer alegaciones, y sin alteración del curso del 

procedimiento. 

 

Artículo 117.  

1. Recibido el expediente o transcurrido el plazo para su remisión y, en su caso, el del emplazamiento a los 

demás interesados, el Secretario judicial, dentro del siguiente día, dictará decreto mandando seguir las 

actuaciones. Si estima que no procede la admisión, dará cuenta al Tribunal quien, en su caso, comunicará a las 

partes el motivo en que pudiera fundarse la inadmisión del procedimiento. 

2. En el supuesto de posibles motivos de inadmisión del procedimiento, el Secretario judicial convocará a las 

partes y al Ministerio Fiscal a una comparecencia, que habrá de tener lugar antes de transcurrir cinco días, en 

la que se les oirá sobre la procedencia de dar al recurso la tramitación prevista en este capítulo. 

3. En el siguiente día, el órgano jurisdiccional dictará auto mandando proseguir las actuaciones por este 

trámite o acordando su inadmisión por inadecuación del procedimiento. 

 

Artículo 118.  

Acordada la prosecución del procedimiento especial de este capítulo, el Secretario judicial pondrá de 

manifiesto al recurrente el expediente y demás actuaciones para que en el plazo improrrogable de ocho días 

pueda formalizar la demanda y acompañar los documentos. 

 

Artículo 119.  

Formalizada la demanda, el Secretario judicial dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal y a las partes 

demandadas para que, a la vista del expediente, presenten sus alegaciones en el plazo común e improrrogable 

de ocho días y acompañen los documentos que estimen oportunos. 

 

Artículo 120.  

Evacuado el trámite de alegaciones o transcurrido el plazo para efectuarlas, el órgano jurisdiccional decidirá en 

el siguiente día sobre el recibimiento a prueba, con arreglo a las normas generales establecidas en la presente 

Ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 57. El período probatorio no será en ningún caso superior a 

veinte días comunes para su proposición y práctica. 

Artículo 121.  

1. Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de cinco días. 

2. La sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la actuación o el acto incurran en cualquier infracción 

del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder, y como consecuencia de la misma vulneren un 

derecho de los susceptibles de amparo. 

3. Contra las sentencias de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo procederá siempre la apelación en 

un solo efecto. 

 

Artículo 122.  

1. En el caso de prohibición o de propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica 

Reguladora del Derecho de Reunión que no sean aceptadas por los promotores, éstos podrán interponer 

recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal competente. El recurso se interpondrá dentro de las 

cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de la prohibición o modificación, trasladándose por los 

promotores copia debidamente registrada del escrito del recurso a la autoridad gubernativa, con el objeto de 

que ésta remita inmediatamente el expediente. 

2. El Secretario judicial, en el plazo improrrogable de cuatro días, y poniendo de manifiesto el expediente si se 

hubiera recibido, convocará al representante legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los recurrentes 

o a la persona que éstos designen como representante a una audiencia en la que el Tribunal, de manera 

contradictoria, oirá a todos los personados y resolverá sin ulterior recurso. 
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En cuanto se refiere a la grabación de la audiencia y a su documentación, serán aplicables las disposiciones 

contenidas en el artículo 63. 

3. La decisión que se adopte únicamente podrá mantener o revocar la prohibición o las modificaciones 

propuestas. 

 

Artículo 122 bis.  

1. El procedimiento para obtener la autorización judicial a que se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002, de 11 

de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y del Comercio Electrónico, se iniciará con la solicitud de 

los órganos competentes en la que se expondrán las razones que justifican la petición acompañada de los 

documentos que sean procedentes a estos efectos. El Juzgado, en el plazo de 24 horas siguientes a la petición 

y, previa audiencia del Ministerio Fiscal, dictará resolución autorizando la solicitud efectuada siempre que no 

resulte afectado el artículo 18 apartados 1 y 3 de la Constitución. 

2. La ejecución de las medidas para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad de la 

información o para que se retiren contenidos que vulneren la propiedad intelectual, adoptadas por la Sección 

Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual en aplicación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios 

de la Sociedad de la información y de Comercio Electrónico, requerirá de autorización judicial previa de 

conformidad con lo establecido en los párrafos siguientes. 

Acordada la medida por la Comisión, solicitará del Juzgado competente la autorización para su ejecución, 

referida a la posible afectación a los derechos y libertades garantizados en el artículo 20 de la Constitución. 

En el plazo improrrogable de dos días siguientes a la recepción de la notificación de la resolución de la 

Comisión y poniendo de manifiesto el expediente, el Juzgado convocará al representante legal de la 

Administración, al Ministerio Fiscal y a los titulares de los derechos y libertades afectados o a la persona que 

éstos designen como representante a una audiencia, en la que, de manera contradictoria, el Juzgado oirá a 

todos los personados y resolverá en el plazo improrrogable de dos días mediante auto. La decisión que se 

adopte únicamente podrá autorizar o denegar la ejecución de la medida. 

 

Artículo 122 ter. Procedimiento de autorización judicial de conformidad de una decisión de la Comisión 

Europea en materia de transferencia internacional de datos. 

1. El procedimiento para obtener la autorización judicial a que se refiere la disposición adicional quinta de la 

Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales, se iniciará con la 

solicitud de la autoridad de protección de datos dirigida al Tribunal competente para que se pronuncie acerca 

de la conformidad de una decisión de la Comisión Europea en materia de transferencia internacional de datos 

con el Derecho de la Unión Europea. La solicitud irá acompañada de copia del expediente que se encontrase 

pendiente de resolución ante la autoridad de protección de datos. 

2. Serán partes en el procedimiento, además de la autoridad de protección de datos, quienes lo fueran en el 

procedimiento tramitado ante ella y, en todo caso, la Comisión Europea. 

3. El acuerdo de admisión o inadmisión a trámite del procedimiento confirmará, modificará o levantará la 

suspensión del procedimiento por posible vulneración de la normativa de protección de datos tramitado ante 

la autoridad de protección de datos, del que trae causa este procedimiento de autorización judicial. 

4. Admitida a trámite la solicitud, el Tribunal competente lo notificará a la autoridad de protección de datos a 

fin de que dé traslado a quienes interviniesen en el procedimiento tramitado ante la misma para que se 

personen en el plazo de tres días. Igualmente, se dará traslado a la Comisión Europea a los mismos efectos. 

5. Concluido el plazo mencionado en la letra anterior, se dará traslado de la solicitud de autorización a las 

partes personadas a fin de que en el plazo de diez días aleguen lo que estimen procedente, pudiendo solicitar 

en ese momento la práctica de las pruebas que estimen necesarias. 

6. Transcurrido el período de prueba, si alguna de las partes lo hubiese solicitado y el órgano jurisdiccional lo 

estimase pertinente, se celebrará una vista. El Tribunal podrá decidir el alcance de las cuestiones sobre las que 

las partes deberán centrar sus alegaciones en dicha vista. 

7. Finalizados los trámites mencionados en los tres apartados anteriores, el Tribunal competente adoptará en 

el plazo de diez días una de estas decisiones: 
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a) Si considerase que la decisión de la Comisión Europea es conforme al Derecho de la Unión Europea, dictará 

sentencia declarándolo así y denegando la autorización solicitada. 

b) En caso de considerar que la decisión es contraria al Derecho de la Unión Europea, dictará auto de 

planteamiento de cuestión prejudicial de validez de la citada decisión ante el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea, en los términos del artículo 267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

La autorización solamente podrá ser concedida si la decisión de la Comisión Europea cuestionada fuera 

declarada inválida por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

8. El régimen de recursos será el previsto en esta ley. 

 

Artículo 122 quater. Autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades sanitarias 

consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen limitación o restricción de derechos 

fundamentales. 

En la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones a que se refieren los artículos 8.6, segundo párrafo, 10.8 

y 11.1.i) de la presente Ley será parte el ministerio fiscal. Esta tramitación tendrá siempre carácter preferente y 

deberá resolverse en un plazo máximo de tres días naturales. 

 

 

 

 

 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
 

«BOE» núm. 236, de 02 de octubre de 2015 

Referencia: BOE-A-2015-10566 

 

(citada disposición transitoria única de la LORE) 

 
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas 

 

Subsección 1.ª Funcionamiento 

 

Artículo 15. Régimen. 

1. El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas contenidas en la presente sección, sin 

perjuicio de las peculiaridades organizativas de las Administraciones Públicas en que se integran. 

2. Los órganos colegiados de las distintas Administraciones Públicas en que participen organizaciones 

representativas de intereses sociales, así como aquellos compuestos por representaciones de distintas 

Administraciones Públicas, cuenten o no con participación de organizaciones representativas de intereses 

sociales, podrán establecer o completar sus propias normas de funcionamiento. 

Los órganos colegiados a que se refiere este apartado quedarán integrados en la Administración Pública que 

corresponda, aunque sin participar en la estructura jerárquica de ésta, salvo que así lo establezcan sus normas 

de creación, se desprenda de sus funciones o de la propia naturaleza del órgano colegiado. 

3. El acuerdo de creación y las normas de funcionamiento de los órganos colegiados que dicten resoluciones 

que tengan efectos jurídicos frente a terceros deberán ser publicados en el Boletín o Diario Oficial de la 

Administración Pública en que se integran. Adicionalmente, las Administraciones podrán publicarlos en otros 

medios de difusión que garanticen su conocimiento. 

Cuando se trate de un órgano colegiado a los que se refiere el apartado 2 de este artículo la citada publicidad 

se realizará por la Administración a quien corresponda la Presidencia. 
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Artículo 16. Secretario. 

1. Los órganos colegiados tendrán un Secretario que podrá ser un miembro del propio órgano o una persona 

al servicio de la Administración Pública correspondiente. 

2. Corresponderá al Secretario velar por la legalidad formal y material de las actuaciones del órgano colegiado, 

certificar las actuaciones del mismo y garantizar que los procedimientos y reglas de constitución y adopción 

de acuerdos son respetadas. 

3. En caso de que el Secretario no miembro sea suplido por un miembro del órgano colegiado, éste 

conservará todos sus derechos como tal. 

 

Artículo 17. Convocatorias y sesiones. 

1. Todos los órganos colegiados se podrán constituir, convocar, celebrar sus sesiones, adoptar acuerdos y 

remitir actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo que su reglamento interno recoja expresa y 

excepcionalmente lo contrario. 

En las sesiones que celebren los órganos colegiados a distancia, sus miembros podrán encontrarse en distintos 

lugares siempre y cuando se asegure por medios electrónicos, considerándose también tales los telefónicos, y 

audiovisuales, la identidad de los miembros o personas que los suplan, el contenido de sus manifestaciones, el 

momento en que éstas se producen, así como la interactividad e intercomunicación entre ellos en tiempo real 

y la disponibilidad de los medios durante la sesión. Entre otros, se considerarán incluidos entre los medios 

electrónicos válidos, el correo electrónico, las audioconferencias y las videoconferencias. 

2. Para la válida constitución del órgano, a efectos de la celebración de sesiones, deliberaciones y toma de 

acuerdos, se requerirá la asistencia, presencial o a distancia, del Presidente y Secretario o en su caso, de 

quienes les suplan, y la de la mitad, al menos, de sus miembros. 

Cuando se trate de los órganos colegiados a que se refiere el artículo 15.2, el Presidente podrá considerar 

válidamente constituido el órgano, a efectos de celebración de sesión, si asisten los representantes de las 

Administraciones Públicas y de las organizaciones representativas de intereses sociales miembros del órgano a 

los que se haya atribuido la condición de portavoces. 

Cuando estuvieran reunidos, de manera presencial o a distancia, el Secretario y todos los miembros del órgano 

colegiado, o en su caso las personas que les suplan, éstos podrán constituirse válidamente como órgano 

colegiado para la celebración de sesiones, deliberaciones y adopción de acuerdos sin necesidad de 

convocatoria previa cuando así lo decidan todos sus miembros. 

3. Los órganos colegiados podrán establecer el régimen propio de convocatorias, si éste no está previsto por 

sus normas de funcionamiento. Tal régimen podrá prever una segunda convocatoria y especificar para ésta el 

número de miembros necesarios para constituir válidamente el órgano. 

 
Salvo que no resulte posible, las convocatorias serán remitidas a los miembros del órgano colegiado a través 

de medios electrónicos, haciendo constar en la misma el orden del día junto con la documentación necesaria 

para su deliberación cuando sea posible, las condiciones en las que se va a celebrar la sesión, el sistema de 

conexión y, en su caso, los lugares en que estén disponibles los medios técnicos necesarios para asistir y 

participar en la reunión. 

4. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del día, 

salvo que asistan todos los miembros del órgano colegiado y sea declarada la urgencia del asunto por el voto 

favorable de la mayoría. 

5. Los acuerdos serán adoptados por mayoría de votos. Cuando se asista a distancia, los acuerdos se 

entenderán adoptados en el lugar donde tenga la sede el órgano colegiado y, en su defecto, donde esté 

ubicada la presidencia. 

6. Cuando los miembros del órgano voten en contra o se abstengan, quedarán exentos de la responsabilidad 

que, en su caso, pueda derivarse de los acuerdos. 

7. Quienes acrediten la titularidad de un interés legítimo podrán dirigirse al Secretario de un órgano colegiado 

para que les sea expedida certificación de sus acuerdos. La certificación será expedida por medios electrónicos, 
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salvo que el interesado manifieste expresamente lo contrario y no tenga obligación de relacionarse con las 

Administraciones por esta vía. 

 

Artículo 18. Actas. 

1. De cada sesión que celebre el órgano colegiado se levantará acta por el Secretario, que especificará 

necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha 

celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos adoptados. 

Podrán grabarse las sesiones que celebre el órgano colegiado. El fichero resultante de la grabación, junto con 

la certificación expedida por el Secretario de la autenticidad e integridad del mismo, y cuantos documentos en 

soporte electrónico se utilizasen como documentos de la sesión, podrán acompañar al acta de las sesiones, sin 

necesidad de hacer constar en ella los puntos principales de las deliberaciones. 

2. El acta de cada sesión podrá aprobarse en la misma reunión o en la inmediata siguiente. El Secretario 

elaborará el acta con el visto bueno del Presidente y lo remitirá a través de medios electrónicos, a los 

miembros del órgano colegiado, quienes podrán manifestar por los mismos medios su conformidad o reparos 

al texto, a efectos de su aprobación, considerándose, en caso afirmativo, aprobada en la misma reunión. 

Cuando se hubiese optado por la grabación de las sesiones celebradas o por la utilización de documentos en 

soporte electrónico, deberán conservarse de forma que se garantice la integridad y autenticidad de los 

ficheros electrónicos correspondientes y el acceso a los mismos por parte de los miembros del órgano 

colegiado. 

 

Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado 

 

Artículo 19. Régimen de los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de las Entidades de 

Derecho Público vinculadas o dependientes de ella. 

1. Los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de las Entidades de Derecho Público 

vinculadas o dependientes de ella, se regirán por las normas establecidas en este artículo, y por las previsiones 

que sobre ellos se establecen en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas. 

2. Corresponderá a su Presidente: 

a) Ostentar la representación del órgano. 

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día, teniendo 

en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros, siempre que hayan sido formuladas con la 

suficiente antelación. 

c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas justificadas. 

 
d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos 

colegiados a que se refiere el artículo 15.2, en los que el voto será dirimente si así lo establecen sus propias 

normas. 

e) Asegurar el cumplimiento de las leyes. 

f) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano. 

g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Presidente del órgano. 

En casos de vacante, ausencia, enfermedad, u otra causa legal, el Presidente será sustituido por el 

Vicepresidente que corresponda, y en su defecto, por el miembro del órgano colegiado de mayor jerarquía, 

antigüedad y edad, por este orden. 

Esta norma no será de aplicación a los órganos colegiados previstos en el artículo 15.2 en los que el régimen 

de sustitución del Presidente debe estar específicamente regulado en cada caso, o establecido expresamente 

por acuerdo del Pleno del órgano colegiado. 

3. Los miembros del órgano colegiado deberán: 

a) Recibir, con una antelación mínima de dos días, la convocatoria conteniendo el orden del día de las 

reuniones. La información sobre los temas que figuren en el orden del día estará a disposición de los 

miembros en igual plazo. 
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b) Participar en los debates de las sesiones. 

c) Ejercer su derecho al voto y formular su voto particular, así como expresar el sentido de su voto y los 

motivos que lo justifican. No podrán abstenerse en las votaciones quienes por su cualidad de autoridades o 

personal al servicio de las Administraciones Públicas, tengan la condición de miembros natos de órganos 

colegiados, en virtud del cargo que desempeñan. 

d) Formular ruegos y preguntas. 

e) Obtener la información precisa para cumplir las funciones asignadas. 

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición. 

Los miembros de un órgano colegiado no podrán atribuirse las funciones de representación reconocidas a 

éste, salvo que expresamente se les hayan otorgado por una norma o por acuerdo válidamente adoptado, 

para cada caso concreto, por el propio órgano. 

En casos de ausencia o de enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa justificada, los miembros 

titulares del órgano colegiado serán sustituidos por sus suplentes, si los hubiera. 

Cuando se trate de órganos colegiados a los que se refiere el artículo 15 las organizaciones representativas de 

intereses sociales podrán sustituir a sus miembros titulares por otros, acreditándolo ante la Secretaría del 

órgano colegiado, con respeto a las reservas y limitaciones que establezcan sus normas de organización. 

Los miembros del órgano colegiado no podrán ejercer estas funciones cuando concurra conflicto de interés. 

4. La designación y el cese, así como la sustitución temporal del Secretario en supuestos de vacante, ausencia 

o enfermedad se realizarán según lo dispuesto en las normas específicas de cada órgano y, en su defecto, por 

acuerdo del mismo. 

Corresponde al Secretario del órgano colegiado: 

a) Asistir a las reuniones con voz pero sin voto, y con voz y voto si la Secretaría del órgano la ostenta un 

miembro del mismo. 

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano por orden del Presidente, así como las citaciones a los 

miembros del mismo. 

c) Recibir los actos de comunicación de los miembros con el órgano, sean notificaciones, peticiones de datos, 

rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento. 

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones. 

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados. 

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario. 

5. En el acta figurará, a solicitud de los respectivos miembros del órgano, el voto contrario al acuerdo 

adoptado, su abstención y los motivos que la justifiquen o el sentido de su voto favorable. 

Asimismo, cualquier miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención o propuesta, 

siempre que, en ausencia de grabación de la reunión aneja al acta, aporte en el acto, o en el plazo que señale 

el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con su intervención, haciéndose así constar en el acta o 

uniéndose copia a la misma. 

Los miembros que discrepen del acuerdo mayoritario podrán formular voto particular por escrito en el plazo 

de dos días, que se incorporará al texto aprobado. 

Las actas se aprobarán en la misma o en la siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario 

certificación sobre los acuerdos que se hayan adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta. Se 

considerará aprobada en la misma sesión el acta que, con posterioridad a la reunión, sea distribuida entre los 

miembros y reciba la conformidad de éstos por cualquier medio del que el Secretario deje expresión y 

constancia. 

En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas con anterioridad a la aprobación del acta se hará 

constar expresamente tal circunstancia. 

 

Artículo 20. Requisitos para constituir órganos colegiados. 

1. Son órganos colegiados aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres o más personas, a 

los que se atribuyan funciones administrativas de decisión, propuesta, asesoramiento, seguimiento o control, y 

que actúen integrados en la Administración General del Estado o alguno de sus Organismos públicos. 
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2. La constitución de un órgano colegiado en la Administración General del Estado y en sus Organismos 

públicos tiene como presupuesto indispensable la determinación en su norma de creación o en el convenio 

con otras Administraciones Públicas por el que dicho órgano se cree, de los siguientes extremos: 

a) Sus fines u objetivos. 

b) Su integración administrativa o dependencia jerárquica. 

c) La composición y los criterios para la designación de su Presidente y de los restantes miembros. 

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o control, así como cualquier otra que se le 

atribuya. 

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento. 

3. El régimen jurídico de los órganos colegiados a que se refiere el apartado 1 de este artículo se ajustará a las 

normas contenidas en el artículo 19, sin perjuicio de las peculiaridades organizativas contenidas en la presente 

Ley o en su norma o convenio de creación. 

 

Artículo 21. Clasificación y composición de los órganos colegiados. 

1. Los órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos, por su 

composición, se clasifican en: 

a) Órganos colegiados interministeriales, si sus miembros proceden de diferentes Ministerios. 

b) Órganos colegiados ministeriales, si sus componentes proceden de los órganos de un solo Ministerio. 

2. En los órganos colegiados a los que se refiere el apartado anterior, podrá haber representantes de otras 

Administraciones Públicas, cuando éstas lo acepten voluntariamente, cuando un convenio así lo establezca o 

cuando una norma aplicable a las Administraciones afectadas lo determine. 

3. En la composición de los órganos colegiados podrán participar, cuando así se determine, organizaciones 

representativas de intereses sociales, así como otros miembros que se designen por las especiales condiciones 

de experiencia o conocimientos que concurran en ellos, en atención a la naturaleza de las funciones asignadas 

a tales órganos. 

 

Artículo 22. Creación, modificación y supresión de órganos colegiados. 

1. La creación de órganos colegiados de la Administración General del Estado y de sus Organismos públicos 

sólo requerirá de norma específica, con publicación en el «Boletín  
Oficial del Estado», en los casos en que se les atribuyan cualquiera de las siguientes competencias: 

a) Competencias decisorias. 

b) Competencias de propuesta o emisión de informes preceptivos que deban servir de base a decisiones de 

otros órganos administrativos. 

c) Competencias de seguimiento o control de las actuaciones de otros órganos de la Administración General 

del Estado. 

2. En los supuestos enunciados en el apartado anterior, la norma de creación deberá revestir la forma de Real 

Decreto en el caso de los órganos colegiados interministeriales cuyo Presidente tenga rango superior al de 

Director general; Orden ministerial conjunta para los restantes órganos colegiados interministeriales, y Orden 

ministerial para los de este carácter. 

3. En todos los supuestos no comprendidos en el apartado 1 de este artículo, los órganos colegiados tendrán 

el carácter de grupos o comisiones de trabajo y podrán ser creados por Acuerdo del Consejo de Ministros o 

por los Ministerios interesados. Sus acuerdos no podrán tener efectos directos frente a terceros. 

4. La modificación y supresión de los órganos colegiados y de los grupos o comisiones de trabajo de la 

Administración General del Estado y de los Organismos públicos se llevará a cabo en la misma forma dispuesta 

para su creación, salvo que ésta hubiera fijado plazo previsto para su extinción, en cuyo caso ésta se producirá 

automáticamente en la fecha señalada al efecto. 
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Sección 4.ª Abstención y recusación 

 

Artículo 23. Abstención. 

1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las 

circunstancias señaladas en el apartado siguiente se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo 

comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente. 

2. Son motivos de abstención los siguientes: 

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; 

ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado. 

b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del 

cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de 

entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que 

intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el 

asesoramiento, la representación o el mandato. 

c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado 

anterior. 

d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate. 

e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle 

prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 

3. Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas en 

el punto anterior podrán ordenarle que se abstengan de toda intervención en el expediente. 

4. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran 

motivos de abstención no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan 

intervenido. 

5. La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad 

que proceda. 

Artículo 24. Recusación. 

1. En los casos previstos en el artículo anterior, podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier 

momento de la tramitación del procedimiento. 

2. La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda. 

3. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el 

primer caso, si el superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto 

seguido. 

4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los 

informes y comprobaciones que considere oportunos. 

5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar 

la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento. 

 

Ley Orgánica del Código Penal 

Artículo 143. (actual) 

1. El que induzca al suicidio de otro será castigado con la pena de prisión de cuatro a ocho años. 

2. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años al que coopere con actos necesarios al 

suicidio de una persona. 
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3. Será castigado con la pena de prisión de seis a diez años si la cooperación llegara hasta el punto 

de ejecutar la muerte. 

4. El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de otro, por la 

petición expresa, seria e inequívoca de éste, en el caso de que la víctima sufriera una enfermedad 

grave que conduciría necesariamente a su muerte, o que produjera graves padecimientos 

permanentes y difíciles de soportar, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las 

señaladas en los números 2 y 3 de este artículo. 

 

Artículo 143.4 (nuevo) 

«4. El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de una 

persona que sufriera un padecimiento grave, crónico e imposibilitante o una enfermedad grave e 

incurable, con sufrimientos físicos o psíquicos constantes e insoportables, por la petición expresa, 

seria e inequívoca de esta, será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas 

en los apartados 2 y 3. 

Y se añade: 

5. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirá en responsabilidad penal quien 

causare o cooperare activamente a la muerte de otra persona cumpliendo lo establecido en la ley 

orgánica reguladora de la eutanasia.» 

 

 

La disposición adicional cuarta hace referencia a la Ley 27/2007, de 23 de octubre. Por su extensión 

no se incluye aquí. Puede consultarse el texto consolidado en: 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-18476-consolidado.pdf 

 

 

 

 

 

 

https://www.boe.es/buscar/pdf/2007/BOE-A-2007-18476-consolidado.pdf

	1-58
	59-90
	20210427_Material_Formacion_LORE_alumnxs


